Prenda – privilegio // concurso y quiebra – caducidad - efectos
Expte. Nº 43444 COMITE DE AD MINISTRACION DEL FIDEICOMISO L. 12726/12790 C/ BROKER CIA. DE ALIMENTOS S.A. S/ Ejecución Prendaria

Nº de Orden:187.-
Libro de Sentencias Nº 50

/NIN, a los 27 días del mes de Agosto del año dos mil nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Junín Doctores PATRICIO GUSTAVO ROSAS, JUAN JOSE GUARDIOLA Y RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, en causa Nº 43444 caratulada: "COMITE DE ADMINISTRACION DEL FIDEICOMISO L. 12726/12790 C/ BROKER CIA. DE ALIMENTOS S.A. S/ Ejecución Prendaria", a fin de dictar sentencia, en el siguiente orden de votación, Doctores: Rosas, Castro Durán y Guardiola.-

La Cámara planteó las siguientes cuestiones:

1a.- ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

2a.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Dr. Rosas, dijo:
I. A fs. 151/155vta. la A-quo dictó sentencia rechazando el pedido de conversión especial solicitado por el Comité de Administración Fiduciaria, declarando su crédito como quirografario en el proceso falencial. Impuso las costas por su orden.

Para así resolver consideró que la falta de oportuna reinscripción de la prenda, determinó la pérdida del privilegio frente a terceros, como lo son los acreedores concursales.

A fs. 158 apeló el apoderado de la actora, Dr. Ernesto Leandro Cassini, presentando el respectivo memorial a fs.163/169. Sostiene que el crédito prendario ha sido verificado estando vigente la inscripción registral, por lo que la existencia y alcances del privilegio tienen la garantía de la cosa juzgada, con efectos a la masa, de modo que la posterior caducidad de la inscripción no obsta la posibilidad de la ejecución.

A fs.159/161 apeló el Síndico, agraviándose del modo en que se impusieron las costas, por entender que debieron estar a cargo de la actora.

Corridos los respectivos traslados, los mismos con contestados a fs. 171/173 y fs. 175/180.

Elevados los autos a esta alzada, se corrió vista al Fiscal General, quien solicitó la agregación de la quiebra. Cumplido el requerimiento, a fs. 185 y vta. emite su dictamen, proponiendo la confirmación de la sentencia, salvo en lo que hace a las costas, que entiende deben cargarse a la actora.

II. En dirección a resolver, anticipo que no encuentro mérito para hacer lugar al pedido de deserción propuesto por el Síndico, en razón de que el recurso del actor se encuentra suficientemente fundado y abastece los recaudos establecidos en el art.260 del Código Procesal.

Entrando pues a su tratamiento, entiendo que corresponde hacerle lugar.

Sin perjuicio de las divergencias doctrinarias y jurisprudenciales que existen al respecto -de las que da debida cuenta la sentenciante de grado- en mi criterio no es posible modificar lo resuelto en la sentencia verificatoria que reconoció al crédito la calidad de privilegio especial inherente de una prenda inscripta que, a la fecha de dicha resolución, se encontraba vigente (ver informe de fs.136 de estos autos y fs. 1230/1232 de los autos Broker Cia. de Alimentos S.A. s/ Quiebra).

Como tiene resuelto este tribunal (Expte. Nº 41399 "BANCO DE LA PCIA. DE BS.AS. C / RAPARO, SERGIO OMAR Y OTRA S/ Ejecución Prendaria" (Nº de Orden 227, L.S. 47; 22/8/2006), "La caducidad de la inscripción por el transcurso del término legal extingue los efectos de la prenda con relación a terceros (privilegio y derecho de persecución) pero la prenda subsiste entre las partes hasta la total extinción de la obligación que garantiza."

Tratando los efectos que produce la caducidad de la inscripción expresa Cámara (prenda con registro o Hipoteca mobiliaria" nº 91 p.300): "...entre las partes subsiste la obligación y garantía prendaria, ya que la anotación juega para los terceros; por ende conservan plena vigencia los derechos y obligaciones de prendante y prendario".

En el mismo sentido leemos en Gómez Leo-Coleman ("Nueva Ley de prenda con registro (Decreto 897/95)" p. 59): "La caducidad se opera respecto de la inscripción del certificado, perdiéndose por ello la oponibilidad de la garantía ante terceros, pero subsiste el derecho real en sí, aun limitado, a punto tal que la prenda es ejecutable en esas condiciones, pues no existe razón fundante para negar la existencia del contrato "inter partes". Es decir que la caducidad sólo produce efectos respecto de terceros, pero no entre las partes, para las cuales la inscripción es innecesaria".

A esa línea se adscribe la jurisprudencia mayoritaria:

"La caducidad de la inscripción de la prenda producida durante el juicio produce efectos con relación a terceros, y en tal sentido afecta los derechos del acreedor pero no entre las partes para las cuales la inscripción fue declarada innecesaria (art.4º, Ley 12962)." (JUBA B854311 CC0100 SN 950486 RSI-331-95 I 29-8-1995)

"La caducidad producida durante el juicio (art. 23 LPR) produce efectos con relación a los terceros y en este sentido afecta los derechos del acreedor, pero no entre las partes para las cuales la inscripción fue declarada innecesaria; art. 4 ley cit." (CNCom Sala B LL 153-137)

"La caducidad de la inscripción del contrato prendario no afecta la acción específica prendaria" (CN Esp. Civ y Com. Sala 2 JA 1987-III-406)

"Respecto de la caducidad de la prenda, la falta de reinscripción no enerva en lo más mínimo la relación entre las partes, ya que ésta subsiste -obligación y garantía prendaria-, desde que la anotación juega para los terceros; por ende conservan plena vigencia los derechos y obligaciones de prendante y prendatario" (JUBA B2600020 CC0002 LZ 17763 RSI-118-97 I 18-3-1997)

"Los efectos de la falta de reinscripción del contrato prendario deben ser valorados teniendo en cuenta el alcance que posee la inscripción registral como modo de publicidad de los derechos reales así como la calidad particular de quien con tal fundamento impugna la subsistencia de aquellos" (CNCom Sala B ED 120-131)."

"La inscripción registral de los derechos reales tiene, en nuestro derecho, efecto declarativo y no constitutivo. De ahí que la caducidad de la inscripción del certificado de prenda hace perder al ejecutante el privilegio prendario y la posibilidad de oponer dicha garantía frente a terceros, pero subsiste el derecho real y la prenda es ejecutable en esas condiciones. En este sentido, interpretando el art. 23 de la ley de prenda con registro, se ha dicho que lo que caduca por el transcurso del término de cinco años es el privilegio prendario y no la existencia y exigibilidad del crédito mientras éste no se haya extinguido por alguna razón legal, por lo que la pérdida del privilegio sólo puede interesar a terceros y no al deudor directo. (C. Nac. Civ., sala L, 28/03/1994, - PLAN ROMBO S.A. DE AHORRO PARA FINES DETERMINADOS v. CERUTI, Gustavo Mariano s/ EJECUCION PRENDARIA)."

En cuanto a los efectos de la falta de reinscripción de la prenda con registro frente al concurso o quiebra del deudor, como dice Alfredo L. Rovira, (LA LEY 1985-D, 1211), "La inscripción del contrato de prenda según lo normado por el art. 4º del decreto-ley 15.348/46 y art. 3º de la ley 21.309 (ADLA, XXXVI-B, 1093), constituye un acto de publicidad, con alcances no saneatorios, que produce el efecto general de perfeccionar integralmente el contrato prendario dando origen a un documento crediticio excepcional (el certificado de prenda) que da acción ejecutiva especial (4) que es oponible erga omnes respecto de los terceros acreedores del prendante o deudor. Esto es así pues, entre partes los efectos jurídicos del contrato se originan desde el momento mismo de su celebración sin que la inscripción tenga respecto de ellos mayor relevancia y sin que, por lo tanto, la falta de inscripción pueda ser argüida de oficio por el órgano jurisdiccional para denegar la vía de ejecución prendaria." 

"Es precisamente este mismo fundamento el que nos obliga a plantearnos la aplicabilidad del art. 23 de la ley de prenda con registro en caso de quiebra o concurso. En efecto, ante la publicidad que implica el procedimiento concursal y si bien no existe en la ley 19.551 una norma específica que se refiera a la necesidad de reinscribir las prendas dentro de un determinado plazo, cabe preguntamos si ello se debió a una involuntaria omisión del legislador, o que la norma respectiva del estatuto prendario perdía su aplicabilidad frente al proceso concursal. La primera alternativa resulta poco probable, habida cuenta que la ley 19.551 dedicó numerosas normas a considerar el caso de los acreedores con privilegio especial prendario (así, por ejemplo, los arts. 22 inc. 1, 24, 130, 133, 203, 205, 265, inc. 7, etcétera.)."

"Corresponde, entonces, analizar la viabilidad de la segunda alternativa: esto es, que la reinscripción se haya tornado innecesaria, ante el concurso o quiebra del deudor prendario."

"Para dilucidar la cuestión, es preciso acudir a una de las normas básicas del procedimiento concursal: el art. 33 de la ley 19.551, que impone a todos los acreedores por causa o título anterior a la presentación en concurso (y a la declaración de quiebra, arg. art. 194), la carga de solicitar la verificación de sus acreencias, indicando monto, causa y privilegios. En su apartado final, esta norma indica los efectos del pedido de verificación: entre otro, impide la caducidad del derecho...."

"Salvo que se fuerce hasta la distorsión el sentido de estas palabras, no se advierte razón para no incluir entre los efectos inhibientes de la caducidad del derecho del acreedor prendario, el que resultaría de la falta de reinscripción de la prenda pasados los 5 años. Si los derechos de un mero acreedor quirografario no caducan ante la interposición del pedido de verificación, a fortiori no pueden verse perjudicados los del acreedor con privilegio especial prendario, que tomó los recaudos prescriptos por el estatuto específico del régimen concursal, solicitando la verificación del crédito con ese privilegio."

"…es obligación del intérprete compatibilizar las diversas normas del ordenamiento jurídico. En nuestra opinión el principio general es el que sienta el art. 23 de la ley de prenda con registro (obligatoriedad de la reinscripción) pero las normas posteriores de la ley 19.551 le introdujeron al menos una salvedad: en los casos de quiebra o concurso, el pedido de verificación suple la necesidad de reinscripción.

Es que el privilegio del acreedor prendario se conserva hasta la extinción de la obligación principal no existiendo razón valedera para negar la simple existencia del contrato de prenda inter partes, por no haberse reinscripto el contrato, ni aun por concurso del deudor."

Diciendo más adelante que "Siendo, entonces, la verificación imprescindible también para los acreedores prendarios, teniendo dicho acto la virtualidad de impedir la caducidad de derechos, la reinscripción deja de ser exigible."

"Esta conclusión es absolutamente congruente con los principios que rigen las instituciones que examinamos. En efecto, la función de la inscripción registral -y, consecuentemente, de la reinscripción- es la de proteger los derechos de terceros mediante la publicidad ante un organismo estatal de contralor."

"Pero esta función queda acabadamente cumplida a través del pedido de verificación realizado en el procedimiento concursal: en el mismo, todos los acreedores y terceros interesados son informados de sus actos más importantes (apertura del concurso preventivo, declaración de quiebra, etc.), a través de la publicación de edictos; los acreedores, aun los privilegiados, deben presentar sus pedidos de verificación, acerca de los cuales el Síndico del concurso debe expedirse detalladamente (art. 35, ley 19.551); también el Síndico debe informar detenidamente sobre el estado de los negocios de la concursada o fallida, su activo y pasivo, los actos susceptibles de ser revocados por su inoponibilidad a los acreedores, etc. (art. 40, ley 19.551). A su vez, los demás acreedores están legitimados para oponerse a la verificación de otros créditos, o a los privilegios pedidos (arts. 36 y 41); etcétera."

"Es que, como señala Zavala Rodríguez (15), comentando el art. 33 de la ley 19.551, "se quiere tener un conocimiento total del patrimonio, la única manera de alcanzar ese importantísimo objetivo es hacer que cada acreedor, que todo acreedor, dé los pasos necesarios para que el Síndico y por su intermedio el juez, conozca la verdadera situación del concursado...".

"Abunda en favor de la conclusión que postulamos una razón que emana de la misma realidad; no pueden albergarse dudas acerca de que la publicidad y consiguiente protección de los derechos de terceros resulta mucho más eficazmente garantizada mediante la presentación del acreedor prendario en el concurso o quiebra del deudor solicitando su verificación, que mediante la reinscripción del gravamen ante un organismo que, salvo requerimiento expreso, no hace pública la información de que dispone. Es más, adviértase que la ausencia del pedido de verificación, de acuerdo con la reforma al art. 22 de la ley concursal, produce el efecto de que el acreedor que haya omitido tal requisito no podrá hacer efectivo su privilegio."

"Si se insistiera en esos casos con la necesidad de la reinscripción -que en tal caso exigiría una orden judicial- se estaría incurriendo en un inútil dispendio de actividad jurisdiccional y estatal, sin provecho para nadie. Por lo mismo, no puede sancionarse con la grave consecuencia de la caducidad del privilegio al acreedor que no intentó la reinscripción dentro del plazo del art. 23 de la ley de prenda, pero en cambio cumplió con la carga de pedir la verificación de su crédito en el procedimiento concursal."

A igual conclusión arribó la Sala E de la Cámara Nacional Comercial con fecha 19/3/2002 en autos Cocarsa s/ Quiebra, (JA 2003 III, 212) en donde decidió que no procede decretar la caducidad del gravamen prendario cuando la solicitud de verificación del crédito se formuló estando vigente la inscripción de la prenda. Siguiendo el dictamen fiscal se tuvo en cuenta que la falta de reinscripción de la prenda, no altera el carácter de crédito privilegiado, con privilegio especial, con el que ha sido verificada la acreencia de la solicitante de la compensación. Dicha decisión ha quedado firme en autos; hay, pues, cosa juzgada al respecto. La posterior caducidad del registro de la prenda carece de eficacia para enervar los efectos del pronunciamiento verificatorio firme (art. 37 LCyQ. y concs.). Además, se consideró improcedente decretar la caducidad del gravamen prendario cuando la solicitud de verificación del crédito se formuló estando vigente la inscripción de la prenda en el registro pertinente, ello en virtud de los efectos que le atribuye a aquella petición el art. 32 párr. 2º LCyQ. 

Este criterio, que en mi opinión es el que más se ajusta a una exégesis armónica de las normas legales imbricadas, también fue seguido por la Cámara de Apelación Civil y Comercial, Sala 2, de Lomas de Zamora al decidir que "Respecto de la caducidad de la prenda, la falta de reinscripción no enerva en lo más mínimo la relación entre las partes, ya que ésta subsiste -obligación y garantía prendaria-, desde que la anotación juega para los terceros; por ende conservan plena vigencia los derechos y obligaciones de prendante y prendatario. Respecto de la competencia de la acción prendaria, la misma se dirimió ante el Tribunal del lugar convenido, el cual resulta competente. Además del juego armónico de los arts. 23 y 126 de la ley 24.522 la verificación efectuada con el privilegio pertinente -una vez admitida la ejecución prendaria- es totalmente válida." (JUBA; B2600020; CC0002 LZ, 17763, RSI-118-97, I, 18-3-1997, CARATULA: Fundymec SACI s/ Concurso).

Según resulta del art.32 de la LCQ el pedido de verificación "produce los efectos de la demanda judicial, interrumpe la prescripción e impide la caducidad del derecho y de la instancia" ; en tanto que la resolución que declara verificado el crédito y, en su caso, el privilegio, "produce los efectos de la cosa juzgada, salvo dolo" (Art.37), de donde no veo legalmente factible dejar sin efecto el privilegio judicialmente reconocido, por la posterior falta de la reinscripción de la prenda.

Por todo lo expuesto propongo al acuerdo, revocar la sentencia apelada, ordenando dar curso al pedido de conversión en concurso especial formulado por la actora (Art. 209 de la LC). En cuanto las costas, atento tratarse de una cuestión debatida y de dudoso de derecho, entiendo que las de ambas instancias deben imponerse por su orden (Art.68 del CPCC).

ASI LO VOTO

Los Señores Jueces Dres. Castro Durán y Guardiola, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Rosas, dijo:
Atento el resultado arribado al tratar la cuestión anterior, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, Corresponde:

I. REVOCAR la sentencia apelada de fs. 151/155vta., ordenando dar curso al pedido de conversión en concurso especial formulado por la actora (Art. 209 de la LC).

II. Costas de ambas instancias, por su orden (Art.68 del CPCC).

III. Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (Arts.31 y 51 de la ley 8904).

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces Dres.Castro Durán y Guardiola, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

Con lo que se dió por finalizado el presente acuerdo que firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. DRES. PATRICIO GUSTAVO ROSAS, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y JUAN JOSE GUARDIOLA, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
//NIN, (Bs.As), 27 de Agosto de 2.009.-

AUTOS Y VISTO:
Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, SE RESUELVE:
I. REVOCAR la sentencia apelada de fs. 151/155vta., ordenando dar curso al pedido de conversión en concurso especial formulado por la actora (Art. 209 de la LC).

II. Costas de ambas instancias, por su orden (Art.68 del CPCC).

III. Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (Arts. 31 y 51 de la ley 8904).

Regístrese, notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES. PATRICIO GUSTAVO ROSAS, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y JUAN JOSE GUARDIOLA, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
